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Asimismo, en los supuestos de subvenciones financiadas
por los fondos comunitarios, los beneficiarios deberán cumplir
con las disposiciones que sobre información y publicidad se
dicten por la Unión Europea.

Duodécimo. Reintegrar el importe total de la ayuda y la
exigencia del interés de demora desde el momento del pago
de la misma, si se cumple lo estipulado en el art. 112 de
la Ley General de la Hacienda Pública Andaluza.

Decimotercero. Modificaciones.
Toda alteración de las condiciones tenidas en cuenta para

la concesión de la subvención y, en todo caso, la obtención
concurrente de subvenciones y ayudas otorgadas por otras
Administraciones Públicas o Entes públicos o privados, nacio-
nales o internacionales, podrán dar lugar a la modificación
de la Resolución de concesión (art. 110 de la LGHP de la
Comunidad Autónoma Andaluza), todo ello de acuerdo con
lo previsto en el artículo 19 del Decreto 254/2001, de 20
de noviembre (BOJA núm. 136, de 24.11.2001).

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Se delega a la Secretaría General de Univer-
sidades e Investigación para cuantas actuaciones sean nece-
sarias en desarrollo y aplicación de la presente Orden y
Resolución.

Segunda. La presente Orden entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía.

Tercera. En todo lo no previsto en la presente Orden,
se aplicará lo dispuesto en el reglamento por el que se regulan
los procedimientos para la concesión de subvenciones y ayudas
públicas por la administración de la Junta de Andalucía y
sus Organismos Autónomos y su régimen jurídico (Decreto
254/2001, de 20 de noviembre de 2001, BOJA núm. 136),
así como a lo establecido para los mismos en la Ley General
de la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de
Andalucía.

Cuarta. Al estar estas ayudas subvencionadas con recur-
sos procedentes del Fondo Social Europeo, el beneficiario/a
cumplirá, en todo caso, las disposiciones que sobre informa-
ción y publicidad se hayan dictado o se dicten por la Unión
Europea, en particular con las establecidas en el Reglamento

(CE) núm. 1159/2000 de la Comisión, de 30 de mayo de
2000.

Quinta. Contra la presente Orden, que pone fin a la vía
administrativa, cabe interponer, en el plazo de dos meses a
partir de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de
Andalucía, recurso contencioso-administrativo ante la Sala de
lo Contencioso-Administrativo competente del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Andalucía, previa comunicación a esta Con-
sejería de Educación y Ciencia, conforme a lo establecido en
los artículos 10, 14 y 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio,
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, o,
potestativamente, recurso de reposición, en el plazo de un
mes a contar desde el día siguiente a su publicación en el
Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, ante la Excma. Sra.
Consejera de Educación y Ciencia, de acuerdo con lo dispuesto
en los artículos 107.1, 116 y 117 de la Ley 30/92, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Sevilla, 2 de abril de 2002

CANDIDA MARTINEZ LOPEZ
Consejera de Educación y Ciencia

CORRECCION de errores del Decreto 106/2002,
de 19 de marzo, por el que se aprueba la Oferta de
Empleo Público de 2002 para los Cuerpos de Pro-
fesores de Enseñanza Secundaria, de Profesores Téc-
nicos de Formación Profesional, de Profesores de Músi-
ca y Artes Escénicas y de Inspectores de Educación,
y se prevé la convocatoria para la adquisición de nuevas
especialidades para los funcionarios docentes (BOJA
núm. 35, de 23.3.2002).

Advertido error en el Anexo del Decreto de referencia,
publicado en BOJA núm. 35, de 23 de marzo de 2002, se
transcribe, a continuación, la oportuna rectificación.

En el Anexo referenciado, correspondiente a la relación
de especialidades del Cuerpo de Profesores de Enseñanza
Secundaria, página núm. 4.520 línea 22.

- Donde dice: Sist. Electrotécnicos.

- Debe decir: Sist. Electrónicos

Sevilla, 26 de marzo de 2002

2. Autoridades y personal

2.1. Nombramientos, situaciones e incidencias

CONSEJERIA DE JUSTICIA Y ADMINISTRACION PUBLICA

RESOLUCION de 9 de abril de 2002, de la Direc-
ción General de la Función Pública, por la que se nom-
bra a doña Carmen Sánchez Aguilera Secretaria-In-
terventora de la Agrupación de Jubrique-Genalguacil
(Málaga) con carácter provisional.

Vista la petición formulada por doña Carmen Sánchez
Aguilera, funcionaria de Administración Local con habilitación

de carácter nacional, Subescala Secretaría-Intervención en vir-
tud de Resolución de 26 de febrero de 2002, de la Secretaría
de Estado de Organización Territorial del Estado (BOE núm. 58,
de 8 de marzo), para obtener nombramiento provisional en
el puesto de trabajo de Secretaría-Intervención de la Agru-
pación de Jubrique-Genalguacil (Málaga), así como la con-
formidad de esta Agrupación manifestada mediante Resolu-
ciones de la Alcaldía de Jubrique y de Genalguacil de fecha
22 de marzo de 2002, de conformidad con lo establecido
en el artículo 30 del Real Decreto 1732/1994, de 29 de
julio, sobre provisión de puestos de trabajo reservados a fun-
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cionarios de Administración Local con habilitación de carácter
nacional, y en el Decreto 467/1994, de 13 de diciembre,
por el que se asignan a la entonces Consejería de Gobernación
las competencias atribuidas por la Disposición Adicional Nove-
na de la Ley 22/1993, de 29 de diciembre, en relación con
el artículo 11.1.e) del Decreto 139/2000, de 16 de mayo,
por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería
de Justicia y Administración Pública.

Esta Dirección General ha resuelto:

Primero. Nombrar a doña Carmen Sánchez Aguilera, con
DNI 34.007.621, como Secretaria-Interventora, con carácter
provisional, de la Agrupación de Jubrique-Genalguacil (Má-
laga).

Segundo. Contra la presente Resolución, que pone fin
a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de repo-
sición ante este órgano en el plazo de un mes, contado a
partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la notificación
del presente acto, o interponer directamente el recurso con-
tencioso-administrativo, ante los correspondientes órganos
judiciales de este orden, en el plazo de dos meses, contados
desde el día siguiente al de la notificación de este acto, todo
ello de conformidad con lo establecido en los artículos 116
y 117 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y el artículo 46.1 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencio-
so-Administrativa.

Sevilla, 9 de abril de 2002.- El Director General, José
Taboada Castiñeiras.

RESOLUCION de 9 de abril de 2002, de la Direc-
ción General de la Función Pública, por la que se ads-
cribe en comisión de servicios a doña María Dolores
Alodia Roldán López de Hierro, Secretaria-Interventora
del Ayuntamiento de Galera (Granada), al puesto de
trabajo de Secretaría-Intervención del Ayuntamiento de
Zafarraya (Granada).

Vista la petición formulada por el Ayuntamiento de Zafarra-
ya (Granada) mediante Resolución de la Alcaldía-Presidencia
de fecha 26 de marzo de 2002, por la que se solicita la
adscripción temporal en comisión de servicios al puesto de
trabajo de Secretaría-Intervención del Ayuntamiento de Zafarra-
ya (Granada) de doña María Dolores Alodia Roldán López de
Hierro, funcionaria de Administración Local con habilitación
de carácter nacional, Subescala de Secretaría-Intervención,
titular de la plaza de Secretaría-Intervención del Ayuntamiento
de Galera (Granada), en virtud de Resolución de 27 de febrero
de 2002, de la Dirección General para la Administración Local
(BOE núm. 58, de 8 de marzo), así como la conformidad
del Ayuntamiento de Galera (Granada), manifestada mediante
Resolución de la Alcaldía-Presidencia de fecha 2 de abril de
2002, con arreglo a lo establecido en el artículo 32 del Real
Decreto 1732/1994, de 29 de julio, sobre provisión de puestos
de trabajo reservados a funcionarios de Administración Local
con habilitación de carácter nacional, y en el Decreto
467/1994, de 13 de diciembre, por el que se asignan a la
Consejería de Gobernación las competencias atribuidas por
la Disposición Adicional Novena de la Ley 22/1993, de 29
de diciembre, relativa al régimen de funcionarios de Admi-
nistración Local con habilitación de carácter nacional, en rela-
ción con el artículo 11.1.e) del Decreto 139/2000, de 16
de mayo, por el que se establece la estructura orgánica de
la Consejería de Justicia y Administración Pública.

Esta Dirección General ha resuelto:

Primero. Conferir la adscripción en comisión de servicios
de doña María Dolores Alodia Roldán López de Hierro, con
DNI 44.266.932, actual Secretaria-Interventora del Ayunta-
miento de Galera (Granada), al puesto de trabajo de Secre-
taría-Intervención del Ayuntamiento de Zafarraya (Granada),
durante el período de tiempo de un año, corriendo a cargo
de esta última el pago de las remuneraciones debidas.

Segundo. Contra la presente Resolución, que pone fin
a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de repo-
sición ante este órgano en el plazo de un mes, contado a
partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la notificación
del presente acto, o interponer directamente el recurso con-
tencioso-administrativo, ante los correspondientes órganos
judiciales de este orden, en el plazo de dos meses, contados
desde el día siguiente al de la notificación de este acto, todo
ello de conformidad con lo establecido en los artículos 116
y 117 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y en el
artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora
de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 9 de abril de 2002.- El Director General, José
Taboada Castiñeiras.

RESOLUCION de 9 de abril de 2002, de la Direc-
ción General de la Función Pública, por la que se deja
sin efecto la acumulación de funciones del puesto de
trabajo de Secretaría-Intervención del Ayuntamiento de
El Borge (Málaga), efectuada a favor de don Angel
López Rubio, Secretario-Interventor de la Agrupación
Colmenar-Moclinejo-Macharaviaya (Málaga).

Vista la petición formulada por el Ayuntamiento de El
Borge (Málaga), mediante Resolución de la Alcaldía de fecha
27 de marzo de 2002, por la que se solicita dejar sin efecto
el nombramiento en régimen de acumulación efectuado a favor
de don Angel López Rubio, funcionario de Administración Local
con habilitación de carácter nacional, perteneciente a la Subes-
cala de Secretaría-Intervención, por Resolución de 14 de
noviembre de 2000 de la Dirección General de la Función
Pública, a instancia del propio interesado, de conformidad
con lo establecido en los artículos 31 y 37 del Real Decre-
to 1732/1994, de 29 de julio, sobre provisión de puestos
de trabajo reservados a funcionarios de Administración Local
con habilitación de carácter nacional, y en el Decre-
to 467/1994, de 13 de diciembre, por el que se asignan
a la Consejería de Gobernación las competencias atribuidas
por la Disposición Adicional Novena de la Ley 22/1993, de
29 de diciembre, en relación con el artículo 11.1.e) del Decre-
to 139/2000, de 16 de mayo, por el que se establece la
estructura orgánica de la Consejería de Justicia y Adminis-
tración Pública.

Esta Dirección General ha resuelto:

Primero. Dejar sin efecto la acumulación de funciones
del puesto de trabajo de Secretaría-Intervención del Ayunta-
miento de El Borge (Málaga), autorizada mediante Resolución
de la Dirección General de la Función Pública de 14 de noviem-
bre de 2000, a favor de don Angel López Rubio, con DNI
24.886.398, Secretario-Interventor de la Agrupación Colme-
nar-Moclinejo-Macharaviaya (Málaga).

Segundo. Contra la presente Resolución, que pone fin
a la vía administrativa, se podrá interponer recurso de repo-
sición ante este órgano en el plazo de un mes, contado a
partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la notificación
del presente acto, o interponer directamente el recurso con-
tencioso-administrativo, ante los correspondientes órganos
judiciales de este orden en el plazo de dos meses, contados


